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la sigLllGnte

SENTENCIA

La Sala S')gunda.. del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Jeronimo Arozamena Sierra, Presidente, y don Francisco
HublO L1orente, don Luis Diez-Picaza y Ponce de León. don Fran~
Li"lQ Tomás y Valiente, don Antonio Truyol Serra y don Fran­
cisw Pera Vel daguer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

En el reL.urSQ de amparo promovido por la campal1Ía mer­
canLi! .Un~ón Popular de Seguros, S. A._, contra sentenda 1icta­
da por el Juzgado de Instrucción número 4. de A1ic~te ~n ape­
¡al ión de otra pronunciada por el Juzgado de Distnto numero ...
de dicha ciudad en juicio de faltas promovido como c9Dsecuencia
de accidente de' tráfico y lesiones.

En dicho asunto han sido p~te, la compail.ía mercaotll re­
ferida,' representada por el Procurador de los Tribunales don
Argimilo Vázquez Guillén y asistIda por la Abogada doña Maria
Dolores Romero tacasa, el Fiscal general del Estado y los Pro­
curadores de los Tribunales doña Maria Luz Albacar Medioa,
en nombré de don Francisco Valdés Rodríguez y don Luis Es­
truño Muñoz, en nombre de don Máximo José Valero Pascual,
que han comparfJcido en el recurso de amparo en el concepto
de coadyuvantes.

Ha sido Ponente el ~agistrado don Luis Dfaz·Picazo y Ponce
de León, quien expresa el parecer de la Sala.

Juzga.do, en auto de 10 de marzo del comente año, declaró no
haber lugar a repOner la providencia. Interpuso la representa­
ción de don Francisco Valdés Rodriguez recurso de reposición
que el Juzgado de Distrito admiti6 en un solo efecto.

Por otra parte, con fecha 2 de marzo de 1983, el Juzgado
de Distrito número 4 de Alicante mandó requerir a la campa·
ñía "Unión Popular de Seguros, S. A._, a fin de que hiciera
efectiva la" condena señalada en la sentencia en la cantidad de
380.400 pesetas' que según la proVidencia cubría el I1mlte del
seguro obligatorio. La referida providencia mandó que el re­
querimiento se hiciera en la delegación de la compañía en la
ciudad de Al1cante.

Transcurrido el plazo de requerimiento, por otra providencia
de 9 de marZo de 1983 se ordenó que se procediera al embargo
de los bienes de la compafUa ..UniÓn Popular de Seguros, S. A.­
en cantidad suficiente para cubrir las cantidades objeto de la
sentencia y esta diligencia se llevó a cabo en la ciudad de Ali­
cante el 24 de marzo del corriente año,

Tercero.-Por escrito fechado. el 23 de marzo de 1983 el Pro­
curador de los TrIbunales don Argimiro Vázquez Guillén y asis­
tido de la Abogada doña Maria Dolores Romero Lacasa ha acu­
dido ante este Tribunal formulando recurso de amparo contra
la sentencia del Juzgado de Instrucción número 4 de Alicante,
de fecha 18 de noviembre de 1982 y contra la providencia del
Juzgado de Distrito de 2 de marzo de 1983. .

Fundamenta la compañia .. Unión Popular de Seguros, S. A.­
su pretensión de amparo en Que las resoluciones recurridas
vulneran su derecho fundamental a la defensa reconocido por
el artículo 24 de ia Constitución, dado Que, en ningún momen­
to desde la prod ucción del siniestro hasta la providencia de
requerimiento de pago, se notificó a la, compail.ía ..UniÓn Po·
pular de Seguros, S. A._ la existencia de diligenci~s j.udici~
les, ni se requirió presencia en ellas. Con ello, se hIzO.lmposl­
ble Que el recurrente pudiera obtener la tutela de los Tflbunal~s
en cuanto a sus derechos e intereses, como sefiala la Consti­
tución., .

La compañía recurrente debería haber sido llama~a a ser
parte en el proceso judicial Incoado por c~usa ~e acCidente de
circulación. La regulación del seguro oblIgatOriO de vehiculos
de motor supone la -creación de un patrimonio respo.nsable, que
asume la carga· económica que el deber reparatorto, en caso
de accidente, comporta, que no es otro que el de la compañia
aseguradora. Por ello, en tales· casos, la compafii~ aseguradora
es siempre un tercero responsable, dentro del ifrnlte del seguro
obligatorio. ...

Si el perjudicado, en los supuestos de aCCIdente, no .eler~ita

la acción directa frente al asegura.dor, se produce una Situación
potencialmente grave para este último. Ejercida la acción. penal
en caso de acc.idúnte y planteada Junto con eUa la cuestión de
la responsabilidad civiil, cabe que, de resultas de .la correspon·
diente sentencia, quede la entidad aseguradora obhgada al pago
de la indemnización Sm embargo, según la demanda, la ma·
yoria de las causas que se tramitan por imprudencia en &;l .u~o
y circulación de vehículos,.se sigue por los cauces del '.ulClO
de faltas y esta práctica, segun la demanda, está prodUCIendo
verdaderas inseguridades al efecto de eoj ulciar lo que, en la
mayoría de·los casos, es el verdadero interés de la litis, que t.S
la situación económica Y ello se produce por la falta, en las
normas procedimentales establecidas para el juicio de faHas,
de un mandato legal expreso, que de una u otra ,fo;ma ~onga

en conocimiento de la compañia aseguradora la eXistenCIa de
una causa pOI aLcidente automovilístico. .

Al nu ponerse de oftcio, en cona.ci~iento de: la compañia la
existenda del jUiCIO en que, en el ultImo térmmo, puede resul­
tar responsable en cuanto a la s~tisfacci6n de la indemniz';Lción.
acordada, se ha colocado a la entidad recurrente en una eVI~en­
te situación de indefensión, frente a lo mandado en el artICU'
lo 24 del te)( to constituctona 1.

Por todo ello, solicitaba la entidad recurr~n.te que se. de­
claren nulos y sin efecto algo.lno los actos ludlcutles Impugna­
dos, y que al llevar a cabo tal declaración de nulidad se .m~nde
retrotraer las actuaCIones iudiciales al momento de la citación
para ia celebración del juicio de faltas y se mande expresa-
mente citar a la vista oral a: la recurrente. .

Cuarto.-Por resolución de 23 de abril de 1983 la SAcclón
Tercera de este Tribunal acordó admitir a trámite la demanda
de amp4ro presentada por el Procurador don Argimiro Vázquez
Guillén, en nombre y representación de la companla _UniÓn
PopuJar de Seguros, S. I~.- contra (a sentencia dictada por el
Juzgado de Instrucción numero 4 de los de Alicante, Bn 18 de
noviembre de 1982 en la apelación interpuesta contra la pro­
nunciada por el Juzgado de Distrito número 4 de la misma· ca­
pital,en juicio de faltas número 83/1982, y tener pOr parte a
la expr€'sada compañía -UniÓn Popular de Seguros, S. A.-.

Por otra resolución de fecha 15 de junio del presente ai'lo,
la Sec(;Íón acordó tenAr por personados en el presente recuro
so, en calidad de coadyuvantes. a don Francisco Valdés Ro~

dríguez y don Máximo José Valero Pascual, y en nombre y ~­

pr8<;entación de los 'mismos, a los Procuradures doña M~rla

Luz Albacar Medina y don Luis E~tr;Jgo Muñoz, .respectIva.
mente. y de conformidad con lo dispuesto en el articulo ~2 de
la L<>y Orgánica de este Tribunal, dar vista ~e l~ actuac¡on~s

por plazo común de veinte días al Ministf1rlo F.scal y a los
Procuradores don Argimiro Vázquez Gui\l(m. en nombre de la
compañia de seguro') df'mllnd[.lnt~, y duna ry1aría Luz ,~lbaca'
Medina y don Luis Estrugo Muñoz, en la rppresentaclOn qv
respectivamente vienen acred\tando de dún Francisco vald,,"

Sala Segunda. Recurso d8 amparo número 182/1983,
Sentencia número 48/1984, de 4 de abril.9336

1. ANTECEDENtES

PrimerO.-El día primero de agosto de 1980 se produlo 'en la
calle de la Princesa Mercedes de la ciudad de- Alicante, un ac·
cidente de circulación, en el cual el auto·~16vll marca "Seat-124-,
matricula A-1SO.33l, que se considerO Vl...ffiO propiedad de don
Francisco Valdés Rodrlguez y era conducido por don Antonio
Mira Enano, causó lesiones a don Máximo José Valero Pascual.
Como consecuencia de los mencionados hechos Se incoaron unas
diligencias previas, con el número 1.151 de 1980, en el Juzgado
de Instrucción número 4 de Alicante, que fueron concluidas por
auto de 7 de enero de 1982, que consideró 108 h~rhos ~rsegui­

dos como constitutivos de falta, por 10 que, tras cumphrse los
tramites legales, se sustanció el correspo~diente juiciO en el
Juzgado de Distrito número 4 de la rafenda ciudad, el cual
dictó en 20 de septiembre de 1982 sentencia por la que condenó
a don Antonio Mira Enano como autor de la falta contemplada
en el articulo 586.3 del Código Penal, a la pena de 4.000 pesetas
de multa o cuatro dtas de arresto en caso de impago, pago de
costas, reprensión privada, privación del permiso de conducir
por término de un mes e indemnización a don Máximo José
Valero Pascual en la cantidad .de 868.000 pesetas por los dias
de incapacidad sufrida, más otras 500.000 pesetas por las secue·
las de las lesiones. En la sentencia se declaró reSpOnsable civIl
subsidiario.a don Francisco Hernández Romero, a quien en ese
momento Se consideró como propietario del vehículo por habér­
selo comprado a don Francisco Valdés Rodriguez...

Contra la anterior sentencia interpuso en tiempo y forma rfl:.
curso de apelación don Máximo José Valaro Pascual y, admitido
y sustanciado dicho recurso dictó nueva sentencia el Juzgado
de Instrucción número 4 de Alicante.

En su sentencia, el Juzgado de Instrucción número 4 de Ali­
cante revocó parcialmente la sentencia que habla dictado el
Juzgado de Distrito en el sentido de declarar responsable civil
subsidiario a don Francisco Valdés Rodríguez por considerar
que las simples manifestaciones de don Francisco Hernández
Romero de-que habia comprado el automóvil a don Francisco
Vald.és Rodríguez y que estaba pendiente de formalización la
transferencia no eran bastantes para entender que se hubiera
perfecciollftdo el contrato de compraventa con la consiguiente
transmisión del dominio. En virtud de ello la sentencia dictada
en apelación por el Juzgado de Instrucción de Alicante decla
ré que las cantidades de que era responsable civil subsidiario
don Francisco Valdés Rodriguez, debian ser satisfechas ,O( la
..Compañia Unión Popular de Seguros, S. A._, con cargo a la
póliza contratada con el susodicho responsable civil subsidiario
hasta e.l límite del seguro obligatorio.

Segundo.-En ejecución de la sentencia de que se ha hecho
Tnérito anteríormente, el 2 de febr~ro de HIB3 se. practicó la
diligencia de embargo de bienes del condenado don Antonio
Mira Enano, que no dio ningún resultado, por no encontrar el
agente judicial comisionado al efecto bienes que embargar.

Asimismo, ~n el mencIonado trÁmite de ejecución se personó
don Francis<.:o Valdés Rodríguez manifestando que en el mo
mento de producirSe los hechos el propietario del vehículo. era
don Francisco Hernández Romero y que él no habia'" sido nunca
propietario del citado vehículo, sino que con anterioridlld tO
había sido su hila, don Pedro Casto Valdés Jíménez, segúrf
ronstaha en la certificación .de la JefatUra de Tráfico que acom
puñ'l,ha En virtud de ello, pidió el señor Valtlés Rudriguez que
52 declarara Id nulidad de Jo actuado.

Con fecha 14 doi:l febrero de 1983 el Juzg"l.do decrptó no hahnr
lug¿lr a la petirión de nulidad de actuaciones. Interpu<.;o el señor
Valdés recurso d~ reposición contra la citada providencia y t:l
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Rodríguez y don Máximo José Valero Pascual, dentro de cuyo
plazo podrán prMentar lall alegaciones que estimen conve~

, nientes
QuLnto.-El FI8Cal general del Estado ha evacuado el tré,­

mita de alegaciones solicltando que se conceda el amparo de·
mandado. .

Según el Fiscal el derecho fundamental acogido en el artícu­
lo 24.1 de la Constitución, como se decia en nuestra sentencia
de 8 de febrero de 1982, comporta la exigencia de que ceo nin­
gún caso pueda producirse indefensión", lo tille significa que
en toda contienda judicial debe ser respetado el derecho de
defensa de las partes. o de quienes debieran serlo. dándoles a
unas y otras la oportunidad de alegar y justificar, en duelo
dialéctico, sus derechos e intereses. Este derecho de defensa
contradictoria, resulta conculcado. en consecuencia,' stempre que
el titular de derechos e intereses legitimos le ve imposibilitado
de ejercer y articular los medios legales que necesita la defensa
de aquéllos. Es cierto ~mo en la mencionada sentencia se
razonaba- que la exi'gP,ncia de¡ la bilateralidad de la audien­
cia y del equilibrio entre las partes ha de ser mucho mé.s in·
tensa en el proceso penal en cuanto se refiere a la acción
propiamente penal que a la acción civil y ello explica que el
mentado principio haya sido objeto de matiza:ci0r:tes en rela­
ción con la acción civil derivada del deUto ejerCItada contra
terceras personas que responden en forma subsidiaria o por
insolvencia del responsable civil o a causa de seguros legales
o voluntarios, matizaciones de las que cabe encontrar una ex­
presiva muestra en la regla 5,- del artículo 764 de la Ley de
Enjuiciamiento Criminal, que limita la intervención del FQndo
Nacional de GaranUa y de. las enUdades aseguradoras en el
proceso penal al afianzamiento de las responsabilidades pe­
cuniariag.

Sin embargo, DO cabe confundir la restricción de la audien­
cia y de la bllaten'\lidad con su pura y simple desaparición. La
doctrina jurisprudencial que ha desarrollado la norma proce­
sal antes mencionada ha profundizado en las potencialida(les de
defensa que nacen, para las entidades ase,uradoras. del mero
hecho del afianzamiento, porque este trance las legitima para
formular oposición, ya en la fase sumarial, en relación con la
existencia y la amplitud de su pretendida obligación de indem­
nizar, de suerte que en tanto la falta de oposición y el aquie­
tamiento frente al requerimiento judicial a la prestación de
fianza, supone la aceptación té.cita de la obUgación de pagar
la oposición activa frente a-1 mismo, abre un incidente de tra­
mitación contradictorio que concluye con una resolución ju­
dicial confirmatoria o revocatoria de la medida cautelar, de lo
que puede deducirse qne si esta ú:tima no Hega a ser acor·
dada ni, en consecuencia, ~e practica el requerimiento, falta el
insoslayable presupuesto para que la compatUa obligada por el
régimen del seguro obUgatorio pueda instrumentar la limitada
-pero real- y constitucionalmente suficiente- defensa de sus
derechos en el proceso penal.

Contrastando esta doctrina, en los antecedentes de hecho de
este asunto puede apreciarse que la entidad promotora del re­
curso, _Unión Popular de Seguros, S. A._. ha sido condenada,
como responsable civil directa, por el Juzgado de Instrucción
número -4 de Alicante sin haber tenido la menor oportunidad
de discutir la realidad y la extensión de la obligación de in·
demnizar Que para ella pudiese surgir de la póliza de seguro
obligatorio concertada con don Francisco valdés Rodríguez,
condenado en la misma sentencia como responsable civil sub­
sidiario. No se trata de llamar la atención sobre el hecho de
Que la mencionada compañía no fUe parte en el recurso de
apelación que ter'llinó ,con el pronunciamiento· que la conde­
naba -puesto que legalmenta no podía ostentar tal condición,
debiendo redu~irse su intervención a 1& prestación de la flan­
za- sino de poner de manifiesto que la misma no tuvo a -BU
alcance en orden a la defensa de sus legitimos intereses, esa
limitada posiblltdad. de alegación y. prueba que nace y se des­
pliega a partir del requerimiento judicial al afianzamiento. Re­
querimiento que, con· los elementos que ofrecen los testimonios
remitidos por los Juzgados respectivos. puede afirmarse que
no tuvo lugar nI en las primitivas dili~encias previas ni en el
expediente de juicio de faltas ni -sobre todo -en el rollo de
apelación. Puede ser qUe esta omisión, que privaba a la enti­
dad demandante de ese restringido margen de defensa contra·
dictoria que la ley le concede. sea consecuencia y derivación
de otra omisión que en el proceso penal se advierte -la del
leñar Valdés Rodríguez, condenado como responsable civil sub­
sidiario en la sentencia de apelación, sin haber sido parte ni
en la alzada ni en la primera instancia.-. Mas sea como fUere

'y no· debatiéndose en este recurso de amparo el agravio que
haya podido sufrir el señor Valdés Rodríguez, comparecido
aqui 8ólo en calidad de coadyuvante sIno el agravio denun­
ciado por la compañia que con él tenía contratado el seguro
obligatorio, es forzoso restringir coherentemente el ámbito de
la consideración critica de afirmar solo la raZÓn que puede
asistir a la demandante cuando dice haber sufrido violación
no en todos los derechos fundamentales que enumera abarcan­
do en su invocación la mayorfa de los consagrados por el ar­
tículo 24 de la Constitución, sino únicamente en el derecho a
la tutela efectiva de los jueces y Tribunales en el ejercicio "e
los derechos e intereses legitimas yana padecer, en ningún
caso, indefensión, Si así le estima, procederá evidentemente
otorgar el amparo, aunque no con la extensión con que se so­
licita. toda vez que. como 1é.ciImente se colige del primer fun­
damento JurídiCO de este escrito, el Fiscal no ha de luscribir

ia petición de nulidad referida a las actuaclones del juicio de
faltas, entendiendo -como entiende- que la sentencia recalda
en el mismo no fue origen de vulneración de los derechos cons­
titucionales de la entidad recurrente.

La representación de la parte recurrente efectuó, asimismo,
sUs alegaciones insistiendo en su inicial petición de amparo

La representación d(~l coadyuvante don Francisco Valdé!l
Rodríguez ha efectuado también sus alegaciones, estimando que
La sentencia recurrida (,;oneul-.:a gravemente el derecho funda­
mental acogido en el articulo 24.1 de la Constttución por ha­
berse producido indefensión. La condena cc..mo responsable civil
subsidiario de don Francisco Valdés Rodríguez se ha producido
stn que dicho seftor haya sido citado en forma ni una soJa
vez a lo largc de todo el procedimiento penal, tanto en la fase
de primera instancia, como en la fase de recurso,

La primera indicación o referencia que hay en las actuacio­
nes penales es la manifestación del conductor don Antonio Mira
Enano, quien declara que el vehlculo por él conducido es pro­
piedad de don Francisco Valdés Rodríguez, del que indica co­
mo domicilio calle de Miguel Hernández, 5, de Alicante. Tal
manifestación es totalmente errónea, dado que el señor Valdés
Rodríguez nunca fue propietario de tal vehículo, ni tiene su
domicilio en el lugar indicado por el conductor. En el folio 4
del expediente del juicio de faltas, aunque aparece un espa.­
cio para la reseña del permiso de circulación, tal resefla no
se hace y no aparece, por tanto, el titular del vehículo.

Al folio -47 ó -48 del expediente aparece la citaciÓn de don
Francisco Valdés Rodriguez en la calle Miguel Hernández, 5,
con resultado negativo, al infonnar el Agente Judicial que no
Se' ha podido llevar a cabo por ser desconocida la persona a
citar en el domicilio indicado. En el folio 54 un nuevo intento
de citación por correo del señor Valdés Rodríguez, frustrado
al ser devuelta la carta

Al folio 55 consta UD informe de la Policía en el que se In­
dica que don Francisco Valdés Rodríguez es desconocido en el
domicilio d'€l Miguel Hemández, 5, de Alicante, ignorándose
su actual dirección.

A partir de ese momento no hay ningún intento de cita­
ción del señor Valdés Rodr1guez por parte del Juzgado, hasta
que con fecha 14 de enero de 1983 se le notifica la sentencia
recafda en el rollo de apelacJón y. la tasación de las costas, en
cUya sentencia se inclure el pronunciamiento de su condena
como respoDsable civil subsidiario: el Juielo de faltas celebra­
do ante el Juzgado de Distrito número -4 de Alicante, el dfa 16
de septiembre de 1982, se celebró con citaelón y comparecencia
del conductor, don Antonio Mira; del perjudicado, don Máximo
José Valero Pascual, y del presunto responsable civil subsidia­
rio, don Francisco Hernández Romero, pero no del señor Val·
dés, que no había sido citado. Esta falta de citación se ex­
plica porque en el expediente había Quedado claro que no era
el propietario del vehículo. En efecto al folio 56 consta la de­
claración de don Francisco Hernández Romero prestada con
fecha 19 de febrero de 1982, en la que este señor admite que
el propietario del vehículo el dfa del accidente era él, aunque
estaba. en trámite la transferencia, pero que ya se 10 había
comprado a don Francisco Valdés ·Rodríguez, añadiendo que
éste nada tenía que ver en este asunto, dado que 10 había ven­
dido. Esta declaración, aunque aclara quién era el propietario
del vehículo, era errónea respecto al anterior propietario, pues
don Francisco Valdés Rodríguez no fue nunca titular del ve­
hículo y por tanto nunca pudo vendérselo al seftor Hernández
Romero. Este extremo lo probó claramente el señor Valdés en
el momento en que pudo hacerlo, una vez ya firme la sen­
tencia, aportando oertificado expedido por la Jefatura de Trá­
fico de Alicante.

En síntesis don Francisco Valdés fUe condenado en un pro­
cedimiento en el que no fue parte y del que no tuvo conoci­
miento hasta que concluyó en sentencia dictada en segunda
instancia contra la que no cabe recurso alguno, a tenor de 10
dispuesto en el artícu,lo 981 de la Ley de Enjuiciamiento Cri­
minal y en el artículo 13 del Decreto de 21 de noviembre de
1952, que desarrolla la base décima de la Ley de 19 de julio
de 1944, No hubo pues· oportunidad alguna de defensa para él
y Di siquiera le fue dada la posibiUdad de probar dentro del
procedimiento un hecho de tan fé.cil acreditación como es el
de no haber sido nunca propietario del vehículo que íntervino
en el accidente.

La sentencia' recurrida conculca por ello gravemente los de·
rachos reconocidos en el articulo 24.2 de la Constitución Espa­
ñola, por cuanto don Francisco Valdés Rodríguez se vio pri­
vado del derecho a la defensa y a la asistencia de Letrado, a
ser informado de la acusación fonnulada contra él e incluso
la presuncióD ·de inocencia.

La representación de don MAximo José Valero Pascual se
ha opuesto a la pre,tenslón de amparo solicitando que sea des­
estimada y alegando que la aseguradora ttivo en todo momen­
to conocimiento de la existencia del siniestro, en virtud del
parte de accidente que le facilitó su asegurado y de la .exis­
tencia de las actuaciones judiciales, del señalamiento del jui·
cio de faltas y del recurso de apelación, información que ob­
tuvo a través de su asegurado, quien encomendó su defensa a
los sf!rvicios Juridicos de su aseguradora, la cual. también a
través de su asegurado, se defendió en ambos juicios con sus
propios Letrados.

Con ello se quiere significar que no es delta la pasividad o
ausencia de escena de la compañía aseguradora del conductor
causante del accidente, que 'e pretende presentar en el re·
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curso, sino que por el contrario su intervención fue total, no en
su propio nombre, pero si por medio de su asegurado al cual
defendió, defendiendo al mismo tiempO sus propioa intereses.

Dice esta parte que las pólizas de seguro de automóviles
contienen una cláusula por la cual el asegurado está obliga­
do, bajo la penalización de serie rechazado el sinistr'o. a poner
en conocimiento de la. aseguradora todas la8 citaciones judicia­

,les que reciba, tanto para la práctica de diligencias, como para
la. celebración de los juicios. y ello tiene como finalidad el
evitar la posible indefensión de la compañia, que aSume la de­
[<mss de su asegurado y as1 se garantiza su propia defensa.
evitando que en el supuesto de condena de su asegurado. ésta
le resulte en el aspecto' económico más gravosa de lo normal.

Igualmente, se consigna la obligación de someterse por.parte
del asegurado a las decisiones· de la compañía, en orden a la
pertinencia o no de interponer recursos contra las decisiones
judicialts.

Estus circunstancias denotan la amplitud de facultades que
se reserva la aseguradora en relación con la posible actuación
en defensa de su asegurado· en todos los procedimientos ju·
dicia[es.

Los fundamentos de derechos en que 86 basa el recurso,
sólo presentan una apariencia de justificación, pero examinando
la cuestión en su verdadera dimensión y sus inmediatas con·
secuencias, bien pronto se observa que no ha '6xistido vulne­
ración del articulo 24, párrafo 2.° de la Constitución, pues
los intereses de la enUdad aseguradora estuvieron defendidos
en todo momento por ella misma; si bien su actuación se rea·
lizó no en su propio nombre sino en el de su asegurado que
en definitiva. mediante la subrogación que supone el contrato
de seguro de responsabilidad civil, es tanto como defenderse a
sí misma, por cuanto que las condenas no pueden diferir, ya
que el asegurado traslada al patrimonio de su aseguradora.,
elHictamente las obligaciones pecuniarias que la sentenci.. le
haya impuesto y liada más.

La supuesta falta de defensa en juicio de la aseguradora
e9 solo aparente y no real, pues se ha visto defendida y asis­
tida de Letrado, su propio Letrado, en el juicio y en el recurso
de apelación. evitando o procurando evitar la condena de su
asegurado, qué es de la única que responde, y determina tool
alcance de la obligación índemnizatoria del asegurador, no
fuese más grave.' •

Examinando en conjunto el recurso. lo que claramente se
destaca, no es la supuesta infracción del articulo 24 de la
Constitución en estos concretos procedimientos, sloo que !te
quiere aprovechar el contenido de tal precepto para someter
a revisión la antigua doctrina del Tribunal Supremo, que ne·
gaba la consieteración de perjudicado en vía penal a las com­
pañías aseguradoras, impidiéndoles que se las tuviese por parte
en los procedimientos penales.

Muchas veces se ha intentado por dichas compañías mas·
trarsa parte en los procedimientos, pero una y otra vez los
Tribunales les han denegado tal posibilidad, al no considerar·
las nunca como perjudicadas por el delito, sino como vincu·
ladas por una obligación contractual. en la que mediante el
percibo de una prima, se comprometen a sustituir al respon­
sable civil en el pago de las tndemnizaciones. El perjuicio no
existe porque lo único que produce la infracción penal eS po­
ner en marcha el dispositivo obligacional que ya estaba pre­
visto al formalizarse el contrato de seguro y lo que la ase·
guractora hace no es ni más ni menos que cumplir la obliga·
ción asumida y prevista al suscribir el contrato.

Sexto.-En la reunión del día 28 de octubre de 1983, la Sala
&pordó, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 80.1 de
la Ley Orgánica del Tribunal, otorgar al Ministerio Fiscal y
a las partes un plazo común de treinta días a fin de que pu­
dieran proponer o aportar las pruebas que consideraran opor­
tunas, asi como practicar las qUe se declararan pertinentes,
exclusivamente referidas a los siguientes extremos de hechos:
1.°, 1& realidad del ejercicio por parte del coadyuvante de una
nulidad de actuaciones del juicio de faltas, pretensión que al no
serIe admitida dio lugar a un recurso de reforma y otro sub­
sidiario de apel8Gión, as1 como de lo resuelto en éste¡ 2,°, que
la compadia ..Unión Popular de Seguros, S. A._ tuvo en todo
momento conocimiento del proce.!iO y que la defensa dél ase­
gurado se hizo por 108 servicios Juridieos del asegurador.

En cumplimiento de la citada providencia y a instancia de
las partes SE'! ha practicado la siguiente prueba:

a.) La representación de la compañía ..Unión Popular de Se­
guros, S. A.- utlllzó la prueba documental privada, consistente
en una declaración del Abogado del Colegio de Alicante don
José Luis Aparicio Verdú. en la cual manifestaba que a soli­
citud de don Francisco Hernández Romero intervino en el ro­
llo de· apelación 58/1982 del Juzgado de Instrucción número 4­
de Alicante. dimanante de los juicios de faltas 82/1983 del Juz­
gado de Distrito número 4 de dicha ciudad, referidos contra
dicho seilor Ht:lrnández Romero en concepto de responsabilidad
civil subsidiaria. en el caso en el cual era perjudicado don Má­
ximo José Valero Pascual. El Abogado señor Aparicio mani­
fiesta que su intervención se limitó a. tener conocimiento para
su cliente de la sentencia que se dictase, sin representar un
ningún momento a ninguna compañía aseguradora.

bl La representación de don Francisco Valdés Rodriguez
ha acompañado un testimonio expedido por el Secretario del
Juzgado de Instrucción numero 4 dA Alicante, del cual resulta
que don Francisco Valdés Rodríguez ejerció efectivamente una
pretensión d. nulidad d. actuaciones en el juicio de faltas,

que se rechazó primero por providencia d. U de febrero de 1983
y después por auto de 10 de marzo de leaa en el Juzgado de
Distrito número 4 de Alicante y que, en apelación de dicho
auto fue resuelto por otro del Juzgado de Instrucción de a de
mayo de 1983, en el qUe se considerO el recurso interpuesto
como totalmente inviable.

Séptimo.-Practicada la prueba, la Sala acordó admitirla y
ponerla de manifiesto a las partes para que alegaran lo que
estimaran procedente respecto de ella,

Dentro de dícho plazo se han producido las siguientes ale·
gaciones:

al El Fisca.l general del Estado ha manifestado que no es­
tima necesario hacer alegación alguna que necesite rectifica­
ción o ampliación de las que ya formuló en su escrito de 4 de
julio que ahora solicita que se tenga- por reproducido.

b) La representación de don Máximo José Valera Pascual
ha alegado que le correspondia a él acreditar que la compañia
~Unión Popular de Seguros, S. A._ había tenido en todo mo­
mento conocimiento del proceso y que la defensa del asegura­
do se hizo por los servicios jurfdicos del asegurador¡ qUe para
acreditar este hecho sólo tenia que acudir al. acto del JuiCio
de faltas donde debian figurar los asistentes, pero que exa­
minado su contenido se comprobó que sólo se hacian figurar
como asistentes a los asegurados, SiD recoger le. presencia de
los Letrados, razón por la cuai, si bien es cierto que la COm­
pañía recurrente tenía en todo momento conocimiento .del si­
niestro y de las actuaciones judiciales. no lo ha podido acre~

ditar documentalmente la asistencia .de su Letrado al acto del
juicio por las razones indicadas.

Octavo.-Por providencia de 14 de marzo se señaló para
deliberación y votación del recurso el día 28 del mismo mes

n. FUNDAMENTOS JURIDlCOS

Primero.-En el articulo 24 de nuestra Constitución ocupa un
lugar central y extraordinariamente significativo la idea de .. in­
defensión.. La interdicción de la indefensión, que el precepto
establece, constituye prima facle una especie de cláusula o
fórmula de cierre. ..Sin que en ningún caso pueda prod ¡cirse
indefensión-, dice el mencionado precepto constitucional. la
idea de indefensión contiene, enunciándola de manera neg,i­
tiva la definición del derecho a la defensa jurídica, de la que
Se ha dicho que supone el empleo de los· medios. licitas nece­
sarios para prese¡-var o restablecer una situación juridica per·
turbada o violada consiguiendo una modificación jurldica que
sea debida, tras un debate (procesol, decidido por un órgano
imparcial (jurisdtcciónL De esta suerte la idea de indefensión
engloba. entendida en un sentido amplio, a todas las jemás
violaciones de dere€hos constitucionaies que pueden colocarse
en el marco del artículo 24. Existe, sin embargo. un concepto
más estricto de indefensióp. de orden juridico-constltucionaL
que la jurisprudencia de este Tribunal ha ido p.oco a poco per~

filando.
El concepto iurídico-constitucional de indefensión que el ar­

ticulo 24 de la Constitución permite y obliga a construir, no
tiene por qué coincidir enteram01nte con la figura juridico­
procesal de la- indefensión. Ocurre así, porque como acertada·
mente ha sido dicho, la idea de indE:fensión no puede limitarse.
restrictivamente, al ámbito de los que pueden plantearse en
los litigios concretos, sino que ha de extenderse a la interpr~­
tación desde el punto de vista constitucional de las leyes re­
guladoras de los procesos. Por esto, si bien el Derecho procesal,
en aras de sus propias necesidades de estructuración de los
procesos y para factlitar el automatismo y la tramitacIón de
los procedimientos judiciales. presenta un contenido marcada­
mente formal y define la indefensión de un modo Igualmente

- formal, a través. por. ejemplo, de la falta del debido emplaza­
miento o de la falta de otorgam1"ento de concretos trámites o
de concretos recursos. en el marco jurídico·constitucional no
ocurre 10 mismo. Como la jurisprudencia de este Tribunal ha
señalado en abundante, ocasione~, la indefensión no se pro­
dUce si la situación en la que el ciudadano se ha visto colo­
cado se debió a una actitud voluntariamente adoptada por él
o si le fue imputable por falta de la necesaria diligencia. La
conclusión qUe hay que sacar de ello es doble: por una parte.
que no toda infracción de normas procesales se convierte por
si sola en indefensión juridlco-constltucional y por ende en
violación de io ordenado por.el artículo 24 de la Constitución;
y, por otra parte. que la calificación de la indefensión con re·
levancia juridtco-constitucional o con repercusión o trascen­
dencia en el orden constitucional ha de llevarse a cabo con la
introducclón de factores diferentes del mero respecto ~, a la
inversa, de la infracción de las normas procesales y del rigor
formal del enjuiciamiento-. En el contexto del articulo 24 de
la Constitución, la indefensión se caracteriza por suponer una
privación o una limitación del derecho de defensa, que, si se
produce' por via legislativa sobrepasa el limite del contenido
esencial prevenido en el articulo 53 y si se' produce en virtud
de concretos actos de los órganos jurisdiccionales entraña roen·
gua del derecho de intervenir en el proceso en el que se ven­
tilan intereses concernientes al sujeto, respecto de los cuales la
sentencia debe suponer modificación de una situación jurídicF

individualizada, así como del derecho de realizar los alegato
que se estimen pertinentes para sostener ante el Juez la situs
ción que se cree preferible y de utiH.zar los medios de prueb
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para demostrar los hechos alegados y, en su caso y modo, uti·
loizar los recursos contra las resoluciones judiciales.

Partiendo de las premisas establecidas en los apartados an­
teriores. hay que llegar a la conclusión de qUe no se encuen­
tra. en una situación de indefensión ·Ia persona a quien se ha
dado a conocer la existencia del proce80 y ha podido interve­
nir en él, ni aquella otra que, conociéndolo. ha dejado de
intervenir en él por un "leta de su voluntad. Tampoco hav
indefensión si a quien interviene en un proceso se le limitAn
los medios de alegación y de prueba en forma no sustancial
para el éxito de las pretensiones que mantiene o aquella otra
a quien se le limita la defensa a sus propios intereses sin per­
mitirle la defensa de otros con los que los suyos estén en una
conexión solo indirecta ° mediata.

Segundo.'-La situación jurldica de los aseguradores, en los
asuntos concernientes a los hechos derivados del uso y circu­
lación de automóviles y demás vehículos de motor presenta,
en el Derecho Pbsitivo vigente, unas caracteristicas especiales
y bien definidas. Legalmente se estableció, por Ley de 24 de
diciembre de 1962, un seguro de carácter _obligatorio y Se creó,
además, para asumir subsidiariamente la responsabilidad, un
Fondo Nacional de GaranUa de Riesgos de la Circulación. Se
trataba. con ellQ de que ninguna persona que tenga que aportar
por si sola los daños ocasionados por el tránsito de los vehícu­
los de motor, salvo cuando el daño proviniera de fuerza mayor
extraña a la conducción del vehículo o a culpa de la victima,
porque la creación del riesgo favorece a los automovilistas, 8
los propietarios de automóviles y, por 10 menos, teóricamente.
a la sociedad en general. Por esa misma razón, la legislación
especial en la materia ha facilitado la· acción de los perjudica­
dos contra los aseguradores, reconociendo la existencia de una
acción djrecta y facilitando al perjudicado un titulo ejecutivo,
que los tribunales de lo penal -crean en aquellos casos en que
no consideran que los hechos que enjuician sean constitutivos
de delito. Naturalmente, esta agravación de la situaciÓn de
los aseguradores, se produce con independencia de la relación
contractual que mantengan con los asegurados y del derecho
de repetiCIón o de reembolso que en virtud de ella pueda surgir

Tercero.-La jurisprudencia del Tribunal Supremo ha esta­
blecido con nitidez la restricciÓn de la intervención de las com­
pañlas aseguradoras en los procesos de carácter penal. Con re­
ferencia al ordinario juicio oral y a la previa fase de sumario,
la sentencIa de la Sala Segundé del Tribunal Supremo de 27 de
junio de 1980, que puede considerarse como representativa, es­
tablece las dos siguientes significativas _afirmaciones, que se
refieren básicamente al seguro obligatorio: 1.0 Que la interven­
ción en eJ proceso de las entidades aseguradoras no puede ser
otra que la fijada en la Ley de Enjuiciamiento CrimiQal. con~

forme a la Ley de 8 de abril de 1967, y que se concreta en los
artículos 784 y 785; 2.0 Que, en lo demás, no pueden ser parte
en el proceso penal, en ningun ca!?o, ni por ningún concepto,
ni en virtud de !ilUS disposiciones especificas, ni por la Ley de
Enjuiciamiento Criminal, ni pu,..nen recurrir en casación, porque
su responsabilidad no deriva del delito, sino del contrato, y
no son condenadas, ni perjudicadas, ni ofendidas por el delito,
como ya señalaron las sentencias de 16 y 27 de noviembre
de 1970.

Cuarto.-Siguie-ndola misma orientación, la sentencia 4/1982
de 26 de febrero, de la Saia Primera de este Tribunal, destacó
que si bien el derecho fundamental a la. tutela judicial efectl~

va, consagrado en el artículo 24 de la Constitución, ha de ser
singularmente exigente en el ámbito penal, sobre todo en la
fase plenaria, acatando el viejo postulado audiatur et altera
para, que impone la bilateralidad de la audiencia a ultranza,
ante la presencia del principio acusatorio, que exija" el equi­
librio de las partes acusadoras y acusadas, no hay inconvenien­
te en que tal derecho experimente matizaciones en relación
con la acción civil derivada del delito contra terceras personas
que responden en forma subsidiarla o por insolvencia del res­
ponsable principal o cuando la condena de responsabilidad
civil nace de la existencia de un seguro de carácter legal o
voluntario, como ocurre en la circulación de vehículos de mo­
tor. En estos casos, si bien la audiencia es necesaria -salvo
en el supuesto dE;l ausencia de oposici6n-, su desarrollo es de
menor aleanoe y puede Quedar limitada al peculiar objeto
tndemnizatorio o de resarcimiento, según babfa establecido,
desde hacia más de veinte años, la Jurisprudencia de la casa­
ción, d .. la Sala Segunda del Tribunal Supremo. En su virtud,
la citada sentttncia de este Tribunal entendIó qua cuando en la
fase sumarial Se ha dado cumplimiento a la regla quinta del
articulo 784 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal hay una
suficiente dación de conocimiento de la existencia del prOC"lf¡O y
una suficiente oport.unidad procesal de intervenir en él, eS1)BCjal­
mente en aquellos casos en jos que está en juego el seguro
obligata:rio de vehiculos de motor.

Qulnto.-EI presente caso ofrece la singularidad de que la
condena de responsabilidad civil se origina en un juicio de
faltas. en el que, por sus especiales características, no se pue­
de dar cumpl1miento a los artIculas 784 y 785 de la Ley de
Enjuiciamiento Criminal. Ofrece, además, el presente caso, la
singularidad de que la condena de la sociedad que ahora pide
nuestr.o amparo no se produjo en la sentencia que puso fin al
Juicio, sino en la sentencia que decidió el recurso de apelación

que contra aquélla se interpuso. La sentencia de la apelación
mudificó la dictaoa en el juicio en el sentido de alterar la per­
sona del responsahle civil ~ubs¡dlario y como consecuenc:a de
ello introdujo en la condt'la a la compat\:(a aseguradora.

No hay lugar a discutir en este proceso de amparo, la si­
tuación de la persona condenada como responsable civil sub­
sidiario Es cie~to que ha lDtervenido en este proceso, pero no
lo ha hecho para defpndt'r su derecho propio. Ha intervenido
como coadyuvante del denll'lndante, lo que, sin perjuicio de la
opinión que este modo de per.sonaclón pueda merecer. qUe no
hay por qué debatir aqul, significa que ha tratado de cooperar
en la defensa del derecho del demandante, sin tener en cuenta
el suyo propio. I

Planteado en esos té¡minos el asunto, es preciso centrar tl
debate en la existencia o inexistencia. de una indefensión de
carácter jurfdico constitucional. tal como la definimos en el
primero de los apartados de la fundam~ntación jurídica de
esta sentencia Para ello, es decisivo saber si se ha producido
o no un conocimiento por la compañfa. aseguradora de la
existencia del proce'tO, bien a través de la comunicación que
normalmente, en virtud de los centratos de seguro, los asegu­
rados están obligados a hacer O bien por cualquier otro con­
ducto, de manera que conociendo el proceso se hubiera pro­
ducido un voluntario apartamiento respecto de él.

En el caso que nos ocupa en esta sentencia, los compare­
cidos en concepto de partes recurridas alegaron que la compa­
ñfa demandante del amparo, ..Unión Popular de Seguros, S. A.-,
había conocido en todo momento la existencia de proceso a
qua, 'que habia facilitado la defensa jurfdica del acusado y del
responsable civil subsidiario, y que se había quedado apartada
voluntariamente en una situación extraprocesal. Estos hechos,
de ser ciertos, hubieran dibujado la inexistencia de indefensión
en los términos furidico-constitucionales que más arriba se
puntualizaron, con independencia de las Infracciones jurfdico~
procesales que el órgano jurisdiccional hubiera podido cometer.
Sin embargo, el trámite de prueba, que a este efecto se articu­
ló de conformidad con lo previsto en el artículo 89 de la LOTC,
con el fin del que las referidas afirmaciones pudieran resultar
probadas, no ha conducido a conclusión vAlida. alguna en ese
sentido, como. paladinamente reconoce la parte que efectuó
las citadas afinnaciones. En este senUdo, es de destacar que
no le es exigible a quien afirme haber ignorado la existencia
de un procedimiento, en el que se ventilaban pretensiones que
podian afectarle, la prueba de tal ignorancia. Por el contrario,
en virtud de una prerrogativa general de probidad, ampliamente
reconocida por el ordenamiento jurfdioo, hay que presumir la
buena fe de la persona. Por otra parte, no puede imponerse
con carácter necesario la prueba de los hechos negativos. cuan­
do es más simple la prueba del acto positIvo contrario por
parte del otro litigante.

La conclusión de todo ello es que no podemos suponer o
inducir el conocimiento del proceso y que por consiguiente no
se da la examiaada circunstancia obstativa del concepto de
indefensió~.

Sexto.-El derecho a la tutela efectiva que consagra el ar­
tíCUlO 24 de la Constitución se refiere, según lIteralmente dice
la regla constitucional a. los derechos e intereses legítimos de
la persona. Pone de manifiesto el precepto la distinción entre
derechos subjetivos y simples intereses legitimas y exige para
qUe el derecho de carácter constitucional entre en juego que
lo puesto debatido en el proceso es cuestionado en la tentativa
de apertura de un proceso sea un derecho o un interés del
ciudadano que reclama el amparo. Ello eJ:c1uye, naturalmente,
la hipótesis en que quien es o puede ser· parte en el ,proceso
actúa y defiende derechos o intereses de otro y, por ende, la
existencia de intereses de las compañfas de seguros respecto
del enjuiciamiento y de la calificaci6n jurídico-penal. del com­
portamiento del autor de una falta. El derecho y el mterés de
las compañias de seguros, en materia de seguro obligatorio de
vehículos de motor, se limita a su obligación de pagar la .in­
demnización y, por ello, a discutir tal obligación en relacI6n
con una regular vigencia de un contrato de seguros, pues s.6}o
si el seguro no existiera o ·derivara del oontrato una excepClOn
al pago, la compat\ia podria liberarse de su obligaci6n. En
materia de seguros voluntarios las compall.ías aseguradoras
poseen, además, interés en la fijación del quantum de la in­
demnización.

Las conclusiones anteriores tendrfan que llevarnos no a
anular las actuaClones judiciales de orden penal y con ellas ~a
sentencia firme dictada en el tuicio y consentida por el autor
de la falta, por el perjudicado por ella y por el responsable
civil subsidiario, ya que para la preservación del derecho cons­
titucional lesionado de la "Unión popular de Seguros, S_ A.~
sería suficiente la audiencia contrailctoria sobre la existencia
del contrato de seguro de responsabilidad civil ., en virtud de
él, la obligación de pago. Ocurre, sin embargo, que "Unión
Popular de Seguros, 5, A.-, en el presente proceso de amparo,
ha admitido estas circunstancias, lo cual significa que carece
de interés actual en la contradicción respecto de ello y que ~or
esta vía no existe genuina lesión. D~cho de otro modo, "Uméin
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Popular de Seguros, S. A.• no defiende su 1nterél en el con· .
creta caso, part1~ndo del enjuiciamiento que los Tribunales han
rea.lizado, sino esttictamente 1& presencia de las compañíal de
seguros en un juicio de faltas.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTUCION
E5PANOLA,

9337 Pleno. Recurso de. inconstitucionalidad número I8a!
1982.-Sentencia número 49/1984, de 5 de abrU.

El Pleno del Tribunal Constitucioll.al, compuesto por dan
Manuel Careta.-Pelaya y Alonso, Presidentej don Jerónimo Aro­
zameoa Sierra, don Angel Latorre Segura. don Manuel Diez de
Ve lasco Vallejo. don Francisco Rubio Llorente, doña Gloria Be­
gué Cantón. don Luis Diez Picaza. don Francisco Tomás '/ Va­
liente don Rafael Gómez~Ferrer Morant, don Angel Escudero
del Corral, don Antonio Truyol Serra y dan Francisco Pera Ver·
daguer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCiA

en el recurso de incO'Ilstitucionalidad número Hl¿¡ 1\:1d<!., promo~

vido por el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña,
representado por el Abogado don. Manuel Maria Vicéna i Matas,
contra la disposición adicional segunda y artíCulos 1.0 y 7.°
de la Ley 1/1982, de 24 de febrero, por la que se -regulan 1M
salas especiales de exhibición cinematográfica, la filmoteCl¡~ es~

pañola y Isa tarlfaa de las tasas por licencia de doblaje, Ha
sido parte el Abogado del Estado en representación del Gobier­
no, y ha sido ponente el Magistrado don Jerónimo Arozamena
Sierra, quien expresa el parecer del Tribunal.

l. ANTECEDENTES

Primero.-El 28 de mayo de 1982 la Generalidad de Cataluña,
representada por el Abogad.o~Jefe de su servicio contencioso, in·
terpuso recurso de inconstttucionalidad contra la disposición
adicional segunda y, por conexión o consecuencia, los articulos
1.0 _y 7.0 de la Ley 1/1982, de 24 de febrero, por la que se regu·
lan las salas especia.les de exhibición cinematográfica, la fil­
moteca española y las tarifas por licencia de doblaje. Los fun­
'<iamentos jurídicos del recurso son:

Al Competencia de la Generalidad en materia cinematográ­
fica:

al En concordancia con el artículo 148, 1, 17 Y 19, Y artIcu­
lo 149, 3. de la Constitución (en lo sucesivo CE), el artículo 9.31
del Estatuto de Autonomia de Cataluña (en lo sucesivo KACl,
otorga a la Generalidad competencias exclusivas en materia
de espectá.culos, y el apartado cuarto de este artículo le atribuye
competencia con idéntica amplitud por lo que hace a la cul­
tura.

b) La cinematografía se vincula a estos dos campos de
acción, más al de los espectáculos que al de la cultura.

c) El Real Decreto 1010/1981, de 27 de febrero, sobre tras­
paso de servicios, precisa que la transferencia abarca las fun·
c!ones y servicios relativos a la cinematogra!la, sin otr~ excep.
ClOnes que las relaciones con los ámbitos estatal e interna.­
CIOnal y el Fondo de Protección a la Cinematografía que, en
tanto se. mantenga SU actual normativa, sólo se transfiere el
porc.entaje, a determinar pOr convenio. de- la parte del fondo
d~stmado a subvencionar películas de especial calidad y espe·
clal para menores. excepción que es temporal y se sitúa en el
campo de la atribución de medios.

d) En definitiva, la Generalidad dispone de competencias
exclusivas en materia de cinematografía, sin otras excepciones
que las relaciones de ámbito estatal o internacional y las mati­
zaciones que, temporalmente. se deriven de la aplicación del
Fondo de Protección a la,Cinematografía.

Bl Ordenamiento general y ord"enamiento autonómico: An­
tes de proceder al examen de la Ley 1/1002, de 24 de febrero. y,
en especial, de su disposición adldonal- segunda, comienza por
ha-cer una referencia a algunos de los aspectos del sistema de
conexiones entre el ordenamiento general y el ordenamiento
autonómico. Por lo tanto, dice que el traspaso de servicios del
Estado a las Comunidades Autónomas puede ser contemplado
desde una doble perspectiva: de una parte, a.tribuye a aquéllas
los medios ~ instrumentos inherentes a las compet~ncias que
hayan asumIdo y, de otra, desapodera a la Administración es­
tatal de suerte que ésta, desde el momento mismo del traspaso,
encuentra vetada su intervención en los ámbitos correspon­
dientes a las materIas traspasadas. Esta consecuencia SUpOne
una solución de continuidad en la acción administrativa estatal
y .además el explícito reconocimiento de que en el futuro deter.~
m'~ados sectores de la realidad quedarán al margen de su
poslble intervención, y ello de manera permanente, toda vez
que traspasados unos servicios a una Comunidad Autónoma
)'a no le resulta factible al Estado crear otros similares o aná.

Ha decidldol

Desestimar el presente recurso de amparo y dejar sin eféc­
to la suspensión acordada por auto de 20 de julio de 1983.

PubUquese en el ..Boletín Oficial del Estacto_.

Dado en Madrid, ,.f de abril de 1984,- Firmado: Jerónimo
Arozamena Sierra.-Francisco RuDlo Uorente.-Luis Diez.Picazo
y Ponce de León.-Francisco TomAs y Vallente.-Antonio Truyol
Serra.-Francisco Pera Verdaguer.-Rubricados.

lagos en la propia Comunidad. Por otra parte. si bien es verdad
que mientras el Parlamento de Ca.taluña no legisle o el Gobierno
de la Generalidad no ejerza la potestad reglamentaria en el

. campo de la cinematografia, las leyes y reglamentos estatales
habrán de aplicarse en la Comunidad Autónoina con carácter
supletorio. debiei1do, por lo tanto. aderuarse a aquella legalidad
los actos y resoluciones de la Administración Autónoma, tam­
bién 86 igualmente cierto que el principio de supletoriedad del
derecho estatal no se .extiende al terreno de la organización ad·
ministrativa o al ejercicio de la función ejecutiva que se atri·
buyen con la vigencia del Estatuto, exclusivamente a la Gene­
ralidad. Los servicios traspaaa.clos se integran en la organización
de la Comunidad Autónoma. Por consiguiente, una eventual
afectación de las competencias de la Generalidad por una ley o
disposición estatal no pueden derivarse de una falta de clátJsulas
de salvaguarda o reserva de las potestades autonómicas, sinO
del hecho de que su contenido limite indebidamente el ejercicio
de esas potestades. y &sto es, a lulcio del Abogado de la Gene­
ralidad, lo que ha ocurrido en el caso presente.

Cl Inconstitucionalidad de la disposición adicional segunda
y por conexión o relac1ón de los articulas 1.0 y 7.° de la Ley
1/1002, de 24 de febrero: La Ley citada otorga al Ministro de
Cultura la facultad de resolver en orden a 1& calificación de las
películas: ..X,. y de arte y ensayo, así como la clasificación de
ias salps especiales en que hayan de ser exhibidas: Ha de en­
tenderse que dicha atribución competencial &1 Ministerio de' Cul­
tura no implica ninguna alteraciÓn en orden a las competencias
de -Ia Generalidad, ya que en Catalu1\a aquella facultad de
resolución será ejercida por la Administración autonómica en
méritos de su exolusiva competencia en materia d~ cinemato~

grafía. que incluye la función ejecutiva, traducida en este
supuesto en la -intervención de la actividad de los particulares
que se resumen en la exhibición de peUculas, previa califica~
clón. La citada disposición adicional supone, cuando menos,
que el informe preceptivo no vinculante para la clasificación de
películas prevista en los articulas 1.0 y 7.0 de la Ley no podrá
ser emitido por un órgano de la Administración Autónoma, sino
ún1cam~nte por la Comisión de Calificación de Pelfculas Cine~

matográficas que se establece en el seno de la Dirección Gene­
ral de Promoción del Libro y Cinematografia del Ministerio
de Cultura. Tal situación incurre de lleno en vicio de incons­
tituclonalidad por vulnerar la delimitación de competencias pre­
vista. por el artículo 9.°, apartados 31 Y 4. del EAC, dentro del
marco de (os articulas 148, apartado 1, números 17 y 19, Y 149,
apartado 3, de la CE. Tal encargo de emitir informes ha de
encuadrarse dentro de las coordenadas que tipifican la llamada
función ejecutiva. Entre los actos que se producen en el seno
del procedimiento administrativo destacan los actos trámite que
comprenden. además de los actos de ordenación, los actos mate~

riales distintos a los de mera ordenación, pero que preparan la
resolución ftnal, tales como los informes, propuestas, etc., y
como a la Comisión se le ha ap1buido la emisión de informes.
es claro que estamos en presencia de unos actos que pertenecen
a la fase eiecutiva. La Ley cuestionada afecta gravemente a
las competencias ejecutivas de Cataluña en materia cinemato­
gráfica, al disponer que sólo un órgano de la Administración
oentral es el que debe' llevar a cabo la función ejecutiva de
emitir los informes que en la propia ley se establece, cuando
esa función corresponde a- la Generalldad, pues ni se la ha
reservado el Estado ni existe ningún fundamento constitucional
ni estatutario para atribuírsela ni hay razón alguna para pri­
var de ella a la Generalidad. En definitiva, la diSfc0Slción &d1-

i~~n;\.:e~~~~a m1snf:re~o~~~~ ~oJ=~~~te~S p=~'tl:~
a los Informes de la Comisión de calificación, han de ser
reputados inconstitucionales al desconocer e invadir la8 compe~

tencias atribu[da¡ a. la Generalldad por el articulo 9.°, apar~

tados 31 y 4. del Estatuto de CataJuñ&.
D) Consideracionell complementarias en torno a lal! compe­

tencias de la Generalidad en orden a la calificación de pel1cula.
y clasificación de salas de exhibición: Cuando los artfculas 1,
2 Y 7 de la. Ley 111982, de 24 de febrero, se refieren al Ministerio
de Cultura hay que entenderlos referidos en Catalufta al De­
partamento de Cultura de la Generalidad. Con arreglo a los
artículos 3 y 8 de la .Ley citada tanto la exhibición de pel1cu­
las ..X.. como las de ..Arte_ y ensayo- en las salas de su propio
nombre produce consecuencias, entre otras, de carácter fiscal.
circunstancia de la que se podría pretender derivar efectos en
orden al régimen competencial sobre la cinematografta. !\hora
bien. cualquier incertidumbre al efecto desaparece si se tiene
en cuenta que la finalidad esencial de la Leyes la misma cla,.­
sificación de los filmes como núcleo central de un espectáculo,
cual es el cine, p'6rO no articulación de medidas económicas
de naturaleza complementaria e indirecta tendentes a favorecer
o dificuitar la exhibición de ciertas películas. La ley parte del


